[image: image1.jpg]




Página 16
Exp. 404/2018-3
15 

[image: image2.jpg]


Página 15
Exp. 404/2018-3

 TRIBUNAL ESTATAL DE 

JUSTICIA ADMINISTRATIVA

TERCERA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 404/2018-3

PARTE ACTORA: 

**********
AUTORIDAD DEMANDADA:

DIRECTOR GENERAL DE GOBERNACION Y OTRA.
MAGISTRADO:

LICENCIADO DIEGO AMARO GONZÁLEZ
SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LICENCIADA LORENA RUIZ AGUILAR
San Luis Potosí, S.L.P., a trece de septiembre de dos mil dieciocho.
V I S T O S para resolver en definitiva los autos del juicio contencioso administrativo número 404/2018-3, promovido por **********contra actos del Ayuntamiento de San Luis Potosí, del Segundo Síndico y Presidente de la Comisión de Pensiones y Asuntos Laborales del Ayuntamiento de San Luis Potosí y de la Comisión de Pensiones y Asuntos Laborales del Ayuntamiento de San Luis Potosí;  y

R E S U L T A N D O
UNICO.- Mediante acuerdo del nueve de mayo de dos mil dieciocho, se tuvo por recibido el escrito firmado por**********mediante el cual demanda al Ayuntamiento de San Luis Potosí, el Segundo Sindico y Presidente de la Comisión de Pensiones y Asuntos Laborales del Ayuntamiento de San Luis Potosí y a la Comisión de Pensiones y Asuntos Laborales del Ayuntamiento de San Luis Potosí; por la nulidad del siguiente acto: “El oficio número ********** de fecha **********, notificada el día 22 de marzo de 2018, mediante el cual se informa que la Comisión Permanente de Pensiones y Asuntos Laborales se encuentra imposibilitada jurídicamente para atender la solicitud de pensión de fecha ********** (sic)."; quien manifiesta que, tuvo conocimiento de tal acto o resolución el veintidós de marzo de dos mil dieciocho, respectivamente; en el propio auto, se admitió a trámite la demanda y se ordenó correr traslado a las autoridades demandadas, para que contestaran dentro del término legal lo que a su interés conviniera..- Seguido el procedimiento, mediante proveído del siete de agosto de dos mil ocho, se tuvo a las demandadas por contestando la demanda instaurada en su contra, se ordenó correr traslado al actor con copia del escrito de contestación para que manifestara lo que a su derecho corresponda; se admitieron las pruebas correspondientes de las partes, y se fijó fecha y hora para la audiencia final, la cual tuvo verificativo el día veintitrés de agosto de dos mil dieciocho. Dicha audiencia, se verificó con la asistencia de la autorizada de la parte actora, y se hace constar la inasistencia de la demandada; el Secretario de Acuerdos dio cuenta con los escritos de demanda y contestación, e hizo relación de las constancias; en la etapa de pruebas, hace constar que no existen pruebas pendientes que desahogar y se tienen por desahogadas las pruebas documentales ofrecidas por las partes de acuerdo a su propia naturaleza; en etapa de alegatos, se tiene a la autorizada de la parte actora por formulando sus alegatos de su intención, y se certifica que no se formularon estos por la autoridad demanda; y se citó para resolver el presente juicio.
C O N S I D E R A N D O
PRIMERO.- A la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1º, 2º, 7º fracción I, 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII y Quinto Transitorio, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; y en el caso de este expediente, al tratarse de una controversia suscitada entre un particular y autoridades municipales de esta entidad federativa, donde se ejerce jurisdicción.
SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado, esta Sala Unitaria procede a analizar la personalidad y legitimación de los comparecientes a este juicio.

La parte actora, compareció por derecho propio; quien acreditó su interés jurídico, en términos del artículo 231 del Código Procesal Administrativo en consulta, con el original del acto impugnado, visible en fojas 9 y 10 de este sumario.  
La personalidad y legitimidad de las autoridades demandadas, se acreditó con la copia certificada con la copia certificada del Periódico Oficial del Estado de fecha 30 de diciembre de 2015; con el acta de cabildo de fecha 26 de enero del año 2017 y con el oficio **********, en términos del artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; que obran en foja  47 a la 69 de este sumario, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado.
Las documentales anteriormente referidas, hacen prueba plena de acuerdo con lo dispuesto por los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado.

TERCERO.- La litis planteada en este juicio, es la legalidad o ilegalidad  de la Resolución  de fecha **********, contenida en el Oficio número **********, emitido por el Segundo Sindico y Presidente de la Comisión de Pensiones y Asuntos Laborales del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, mediante el cual dan contestación a la petición de la hoy actora de la solicitud  de una pensión como viuda de quien en vida llevo el nombre **********, en la que señalan que no es posible atender su solicitud, en razón de que existe una demanda laboral que promovió en contra de sus representadas por la misma prestación en su ocurso  de solicitud, desprendiéndose que existe una litispendencia, y que por lo tanto esa Comisión que representa se encuentra imposibilitado jurídicamente para atender su solicitud hasta en tanto se resuelva el Juicio laboral referido; acto administrativo que exhibió la parte accionante, conforme lo dispuesto por los numerales 233 fracción IV y 234 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado.
La parte actora, ofreció como medios probatorios en su escrito inicial de demanda para acreditar la ilegalidad del acto impugnado, las documentales visibles en fojas 8 a la 28 de este sumario, que se detallan: 1.- Escrito signado por la actora de fecha **********, 2.- Oficio número **********, de fecha **********, emitido por el Segundo Sindico y Presidente de la Comisión de Pensiones y Asuntos Laborales del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, 3.- Copia certificada de la resolución de fecha **********, dictada en el expediente laboral **********4.- Copia certificada del Acta de Matrimonio de la actora, 5.- Original del Acta de Defunción del C. **********, 6.- Copia simple de CURP y Credencial del INAPAM de la actora, 7.-Copia simple de la credencial de pensionado y del Sindicato de Trabajadores al Servicio del Municipio de San Luis Potosí, de la credencial familiar para el Servicio Médico del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí Copia simple de la Credencial para Votar del C. **********, 8.- Copia simple de identificación Oficial de la actora, 9.- Copias simples de cinco  recibos de nómina a nombre de **********, 10.- Instrumental de actuaciones y la presuncional; documentales referidas, que hacen prueba plena de acuerdo con lo dispuesto por los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado, para acreditar lo inserto en ellas.
La autoridad demandada, para acreditar la legalidad del acto impugnado, ofreció las siguientes documentales que obran a fojas 46 a la 75 de este sumario: 1.- Para acreditar su personalidad acompaño las copias certificadas del periódico oficial del estado de fecha 30 de septiembre de 2015, Acta Certificada de la quinta sesión Extraordinaria de cabildo de fecha 29 de septiembre de 2017,  Oficio Numero **********; 2.- Copia de la demanda laboral número **********promovida por la parte actora en el Tribunal Estatal de Conciliación y Arbitraje en el Estado; asimismo ofreció la instrumental  de actuaciones y la Presuncional Legal y Humana, documentales con pleno valor probatorio para acreditar lo inserto en ellos, conforme lo establecido en los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado.

CUARTO.- Previo al examen de los conceptos de impugnación, esta Sala Unitaria analiza las causales de improcedencia y sobreseimiento, sea que las partes lo aleguen o no, en razón de que el estudio de las mismas es de orden público y preferente a las cuestiones de fondo de la contienda planteada, conforme a lo previsto en el último párrafo de los artículos, 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado; habida cuenta que, la improcedencia y sobreseimiento del juicio, se traduce en la imposibilidad jurídica de que este órgano jurisdiccional estudie y decida sobre el fondo de la controversia. 

Es aplicable al efecto, la siguiente Tesis Aislada del Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, Registro 221332, Localización: Octava Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, VIII, Noviembre de 1991, Página: 185, Tesis Aislada, Materia(s): Administrativa, que dice: 

“CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, IMPROCEDENCIA DEL JUICIO, ANTE EL TRIBUNAL FISCAL. CONCEPTO JURIDICO. Las causas de improcedencia que determina la ley de la materia, ven o se refieren a la procedencia del juicio mismo, esto es, los motivos de improcedencia son en cuanto a que la acción en sí misma considerada no procede por las causas específicas consignadas en la ley; es verdad que las causas de improcedencia dan lugar al sobreseimiento, pero no necesariamente éste sobreviene por alguna de esas causas, pues por ejemplo, de acuerdo con la fracción I del artículo 203 del Código Fiscal de la Federación, procede el sobreseimiento por desistimiento del demandante, lo anterior, no significa que el juicio sea improcedente; el juicio sí procede y lo que acontece en ese caso es que la actora por propia voluntad desiste de su acción y ello hace que se sobresea en el juicio, mas no significa que la acción en sí misma sea improcedente. Acorde con la doctrina, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad de que ésta, en su concepción genérica, logre su objeto, es decir, la dicción del derecho sobre la cuestión de fondo o sustancial que su ejercicio plantea; tal improcedencia se manifiesta en que la acción no consiga su objeto propio, o sea, en que no se obtenga la pretensión del que la ejercita y principalmente por existir un impedimento para que el órgano jurisdiccional competente analice y resuelva sobre la cuestión debatida. En resumen, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose obligatoriamente a resolver sobre el fondo de la controversia..- Amparo directo 734/91. Compañía Operadora de Teatros, S. A. 22 de agosto de 1991. Mayoría de votos. Ponente: Hilario Bárcenas Chávez. Engrose a cargo del magistrado: David Delgadillo Guerrero. Disidente: Hilario Bárcenas Chávez. Secretaria: Silvia Gutiérrez Toro.”
En esa tesitura, se advierte que las autoridades demandadas en su escrito de contestación interpusieron las excepciones de Litis pendencia, que relaciona con falta de interés jurídico, señalando que no se afectan sus intereses jurídicos, así como opone la defensa de “Sine Action Agis”, que basa en el artículo 228 fracción II del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, el acto reúne todos los y cada una de las formalidades y elementos de la autoridad, que fue emitido con la debida competencia y requisitos exigidos por la ley.  A ese respecto debe decirse, que las mismas son improcedentes, ya que las argumentaciones que hacen valer en ellas, son planteamientos que involucran cuestiones inherentes a la resolución de la litis, que constituyen materia del fondo del asunto, por lo que en tal sentido, resultan improcedentes.
 Sirve de apoyo, el criterio contenido en la Tesis de Jurisprudencia que, aunque se refiere al juicio de amparo, es aplicable al caso por analogía, visible conforme a lo siguiente: Registro: 187973, Materia(s): Común, Novena Época, Instancia: Pleno, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XV, Enero de 2002, Tesis: P./J. 135/2001, Página: 5; que dispone: 

“IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. SI SE HACE VALER UNA CAUSAL QUE INVOLUCRA EL ESTUDIO DE FONDO DEL ASUNTO, DEBERÁ DESESTIMARSE. Las causales de improcedencia del juicio de garantías deben ser claras e inobjetables, de lo que se desprende que si se hace valer una en la que se involucre una argumentación íntimamente relacionada con el fondo del negocio, debe desestimarse. …”

De igual manera, previamente se deben examinar los incidentes planteados, que no sean de previo y especial pronunciamiento, para ser resueltos en la propia sentencia definitiva, de acuerdo a lo ordenado por el artículo 116 segundo párrafo del Código Procesal Administrativo en consulta.

Esta Sala Unitaria, advierte que no existen causales de improcedencia o sobreseimiento que deba estudiar de oficio, ni incidentes planteados; por tanto, se procede al estudio de los conceptos de impugnación de la parte actora.

QUINTO.- La parte actora hizo valer los conceptos de impugnación que se advierten en fojas 2 a la 6 de este sumario, argumentos que no se trascriben y se tienen por reproducidos como si se insertaren a la letra para que surtan los efectos legales que correspondan. 
Resulta aplicable por analogía, la Tesis de Jurisprudencia del Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, Época: Novena Época, Registro: 196477, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo VII, Abril de 1998, Materia(s): Común, Tesis: VI.2o. J/129, Página: 599, que dice:
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS. El hecho de que el Juez Federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma. …”

SEXTO.- Por otra parte, este Tribunal procede al estudio del Primero, Segundo y Tercero de los conceptos de impugnación que hace valer el promovente, los cuales se analizan en forma vinculada por estar relacionados  entre sí, en cuanto a la falta de fundamentación y motivación del acto reclamado, asimismo se examinan en concatenación con las diversas constancias y probanzas que fueron ofrecidas  por  las partes que obran en autos de este procedimiento.

Apoya lo antes dicho la jurisprudencia de la Época: Décima Época, con Registro: 2011406, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación,  Publicación: viernes 08 de abril de 2016 10:08 h, Materia(s): (Común), Tesis: (IV Región)2o. J/5 (10a.), que dice: 

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PROCEDE SU ANÁLISIS DE MANERA INDIVIDUAL, CONJUNTA O POR GRUPOS Y EN EL ORDEN PROPUESTO O EN UNO DIVERSO.- El artículo 76 de la Ley de Amparo, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 2 de abril de 2013, en vigor al día siguiente, previene que el órgano jurisdiccional que conozca del amparo podrá examinar en su conjunto los conceptos de violación o los agravios, así como los demás razonamientos de las partes, a fin de resolver la cuestión efectivamente planteada, empero, no impone la obligación a dicho órgano de seguir el orden propuesto por el quejoso o recurrente, sino que la única condición que establece el referido precepto es que no se cambien los hechos de la demanda. Por tanto, el estudio correspondiente puede hacerse de manera individual, conjunta o por grupos, en el propio orden de su exposición o en uno diverso..-SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA CUARTA REGIÓN..-Amparo directo 539/2015 (cuaderno auxiliar 831/2015) del índice del Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y de Trabajo del Décimo Circuito, con apoyo del Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región, con residencia en Xalapa, Veracruz. Petróleos Mexicanos y otro. 16 de octubre de 2015. Unanimidad de votos. Ponente: Adrián Avendaño Constantino. Secretario: Ángel Rosas Solano..-Amparo directo 624/2015 (cuaderno auxiliar 861/2015) del índice del Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y de Trabajo del Décimo Circuito, con apoyo del Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región, con residencia en Xalapa, Veracruz. Ayuntamiento Constitucional del Municipio de Nacajuca, Tabasco. 16 de octubre de 2015. Unanimidad de votos. Ponente: Adrián Avendaño Constantino. Secretario: Ángel Rosas Solano..-Amparo directo 640/2015 (cuaderno auxiliar 870/2015) del índice del Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y de Trabajo del Décimo Circuito, con apoyo del Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región, con residencia en Xalapa, Veracruz. Efrén de Dios López. 23 de octubre de 2015. Unanimidad de votos. Ponente: Adrián Avendaño Constantino. Secretario: Ángel Rosas Solano..-Amparo directo 605/2015 (cuaderno auxiliar 858/2015) del índice del Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y de Trabajo del Décimo Circuito, con apoyo del Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región, con residencia en Xalapa, Veracruz. José Enrique León Díaz. 23 de octubre de 2015. Unanimidad de votos. Ponente: Adrián Avendaño Constantino. Secretario: Ángel Rosas Solano..-Amparo en revisión 308/2015 (cuaderno auxiliar 1021/2015) del índice del Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y de Trabajo del Décimo Circuito, con apoyo del Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región, con residencia en Xalapa, Veracruz. 13 de noviembre de 2015. Unanimidad de votos. Ponente: Adrián Avendaño Constantino. Secretario: Ángel Rosas Solano..-Esta tesis se publicó el viernes 08 de abril de 2016 a las 10:08 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de abril de 2016, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

Conceptos de impugnación, los cuales en la parte que interesa literalmente refieren:  

“PRIMERO.- Me causa agravio la respuesta por parte del (…), juicio iniciado a fin de que nombraran a la suscrita como UNICA BENEFICIARIA, de los derechos laborales y así violentar en mi perjuicio el derecho fundamental de seguridad social a la que todo ser humano tiene derecho y tratándose en el presente caso de pensión por viudez dejándome en un completo estado de indefensión y desolación moral y económica, ya que no tiene por qué ser limitativa ya que este cuenta con una circunstancia para que la suscrita perciba la pensión fija sin limitante y consecutiva.”

“SEGUNDO.- QUE UN ACTO DE AUTORIDAD SE EMITA FALTANDO A LOS REQUISITOS CONSTITUCIONALES Y LEGALES DE FUNDAMENTACION Y MOTIVACION ES CAUSA SUFICIENTE PARA DECRETAR SU NULIDAD TOTAL, VIOLACION AL DERECHO A LA  (…).”
“…La legalidad (…), en ese contexto se alude que la autoridad de la Comisión de Pensiones y asuntos Laborales del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí pasó por alto tal precepto haciendo una aplicación simple de mi derecho a la pensión por viudez dejando pasar tal concepto de legalidad y seguridad jurídica actuando de manera discrecional causando una afectación de tal acto vulnerando y restringiendo mis derechos humanos.”

“…Como se observa la autoridad demandada funda su actuar al otorgar una limitante de la pensión por viudez toda vez que únicamente basa su limitante de 6 meses en la Ley de Pensiones (…),  sin contemplar la propia constitución en la obligación para esta Sala Colegiada de declarar nulo el acto impugnado por incumplir éste con la obligación contenida en la fracción II del artículo 95 de la Ley de Justicia Administrativa del Estado.”
“…En efecto, de conformidad con el artículo 16 de la Constitución (…), dicha fundamentación y motivación en estricto acatamiento a las garantías de legalidad y seguridad (…).”
“…TERCERO.- El H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, al emitir el acto de autoridad impugnado en el que se niega a otorgar la pensión por viudez, en razón de existir un juicio laboral, mismo que se inició a petición del Ayuntamiento para obtener la DECLARACION DE BENEFICIARIOS, como requisito indispensable para otorgar la pensión, ahora la autoridad manifiesta que no otorgara la pensión por existir un juicio de carácter laboral; sin contemplar la edad avanzada de la suscrita, mi estado de salud, así como una total dependencia económica (…), violenta lo establecido por el artículo 1° Constitucional, en donde los jueces están obligados a preferir los derechos humanos contenidos en la Constitución y en los Tratados Internacionales, aun (…)”
Del estudio y análisis practicado, esta Tercera Sala Unitaria determina que resulta fundado y suficiente, para determinar la ilegalidad del acto impugnado.
Lo anterior es así, toda vez que se advierte del contenido del Oficio que constituye el acto reclamado, que obra en fojas 9 y 10 de este sumario, que se dictó sin la debida fundamentación y motivación a lo solicitado por la accionante, los cuales están concatenadas con los diversos principios de exhaustividad y congruencia, conforme a los cuales, la autoridad competente está obligada al emitir su fallo, de ocuparse de todas y cada una de las pretensiones que plantea la parte que pide, lo que se traduce en una violación al artículo 17 de nuestra Carta Magna, en contravención de los elementos y requisitos del acto administrativo que se establecen en los numerales 164 fracción V, 165 Fracción II y 167 del Código Procesal Administrativo, que a la letra dicen: 

“Artículo 164.- Son elementos del acto administrativo: 

“…V. Estar fundado y motivado;

 “Artículo  165.- Son requisitos del acto administrativo:


“…II. Que se encuentre adecuadamente fundado y motivado.”

“Artículo 167. La omisión o irregularidad de cualquiera de los elementos establecidos en el artículo 164 del presente Código, producirá la nulidad del acto administrativo, la cual será declarada, de oficio o a petición de parte, por el superior jerárquico de la autoridad que lo haya emitido, salvo que el acto provenga del titular de una dependencia, en cuyo caso la nulidad será declarada por él mismo.

"El acto administrativo que se declare jurídicamente nulo será inválido; no se presumirá legítimo ni ejecutable, ni podrá subsanarse, sin perjuicio de que pueda expedirse otro acto. Los particulares no tendrán obligación de cumplirlo y los servidores públicos deberán hacer constar su oposición a ejecutar el acto, fundando y motivando tal negativa. La declaración de nulidad producirá efectos retroactivos.

“En caso de que el acto se hubiera consumado, o bien, sea imposible de hecho o de derecho retrotraer sus efectos, sólo dará lugar a la responsabilidad del servidor público que lo hubiere emitido u ordenado.”
Lo anterior es así, toda vez que la autoridad demandada omite atender la exigencia de debida fundamentación y motivación que está concatenada con los diversos principios de exhaustividad y congruencia, conforme a los cuales, la autoridad competente está obligada al emitir su fallo de ocuparse de todas y cada una de las pretensiones que plantea la parte que pide, pues la  congruencia, es un principio normativo que delimita el contenido de las resoluciones judiciales que deben pronunciarse, de acuerdo con el sentido y alcance de las peticiones formuladas por las partes; conforme a los cuales, la autoridad competente está obligada al emitir su fallo, de ocuparse de todas y cada una de las pretensiones que plantea la parte que pide, lo cual no aconteció en el caso que nos ocupa.

En efecto se desprende del texto del acto impugnado que la autoridad demandada es omisa  en fundar y motivar correctamente su negativa, lo cual deja en estado de indefensión y a la hoy actora, siendo que señala de manera genérica y sin fundamento alguno que una vez analizada su solicitud, se determinó que por el momento no es posible atender su solicitud, en razón de que existe una demanda laboral que promovió en contra de sus representadas, dentro de la cual reclama la misma prestación que solicita en su escrito citado con anterioridad del día **********, que es su ocurso donde solicita una pensión por viudez, de lo que se desprende  existe una litispendencia que se traduce como un litigio pendiente, entre las mismas partes, una misma materia, identidad de la causa reclamada y/o el motivo que se solicita,  y que al ser esta una causa en común, esa Comisión se encuentra imposibilitada jurídicamente para atender su solicitud; argumentos que son insuficientes para tenerlo por motivando el acto administrativo que expresa, ya que no obra en su contenido  el desglose  y  la  razón  de  orden  lógico  jurídico, que hagan presumir la legalidad del acto de que se duele el promovente, pues la autoridad demandada debió de establecer previamente a arribar a la conclusión ahí contenida, los hechos motivadores de su resolución a fin de que el actor tuviera los elementos suficientes para rebatirlos en la instancia correspondiente, es decir, debió establecer el análisis jurídico de su negativa señalando de manera clara y precisa, el por qué tratándose de una solicitud de pensión (viudez), en la cual se demostró que existe la declaración de beneficiaria a la hoy actora por parte del Tribunal Estatal de Conciliación y Arbitraje en el Estado, y en la que reclamó diversas prestaciones, considera que existe “Litispendencia” como causa común, y determinando en que consiste esta litispendencia y que por esa razón se encuentra imposibilitada jurídicamente para atender su solicitud, precisando de forma clara las disposiciones legales que sustenten esta cuestión, lo que genera que carezca de la motivación, ya que no señala las razones lógicas jurídicas que motivaron a dicha determinación, debiendo su fundamentación y motivación de ser clara a modo tal, que permita que su simple lectura, se de la información suficiente al gobernado solicitante.

De igual forma se observa del acto reclamado, que la autoridad demandada, es omisa para motivar la legalidad de su acto, siendo que cita únicamente las disposiciones que aplicó la autoridad demandada para emitir y justificar la procedencia de la negativa a lo solicitado por la actora en los términos en que la emitió, siendo que si bien es cierto que en ella invoca los preceptos normativos que justifican las facultades que lo legitiman para emitir el acto, también lo es, que no constituyen los fundamentos que sean aplicables a su negativa, pues refieren únicamente a la competencia de esa autoridad no así a lo relativo a la procedencia de litispendencia o fundamento que sustente su impedimento para conocer de la solicitud de pensión por viudez solicitada, situación que al no obrar, resulta ilegal y dejan en estado de indefensión al ahora actor al verse afectado de la legalidad que todo acto de autoridad debe contener, consagrado en los artículos 14, 16 y 17  de la Constitución General de la República, a virtud de que todos los actos administrativos, requieren para ser legales entre otros requisitos, imprescindiblemente que sean emitidos cumpliéndose con las formalidades esenciales que les den eficacia jurídica, lo que significa que todo acto de autoridad necesariamente debe emitirse en primer  término por autoridad competente, expresándose el dispositivo, acuerdo o decreto que le otorgue su legitimación, y en segundo  término con la debida fundamentación y motivación del acto  que emite, circunstancia que en el caso que nos ocupa no sucedió. 

Sirve de apoyo de lo anterior el criterio sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, publicado en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Tomo 64, Abril de 1993, Tesis VI.2º. J/248,  Página 43, Octava Época, el cual a la letra dice lo siguiente:
 “FUNDAMENTACION Y MOTIVACION DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS. De acuerdo con el artículo 16 constitucional, todo acto de autoridad debe estar suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero  que  ha  de  expresarse  con precisión el precepto legal aplicable al caso y por lo segundo, que también deben señalarse con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto, siendo necesario además, que exista adecuación  entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configure la hipótesis normativa. Esto es, que cuando el precepto en comento previene que nadie puede ser molestado en su persona, propiedades o derechos sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad competente que funde y motive la causa legal del procedimiento, está exigiendo a todas las autoridades que apeguen sus actos a la ley, expresando de que ley se trata y los preceptos de ella que sirvan de apoyo al mandamiento relativo. En materia administrativa, específicamente, para poder considerar un acto autoritario como correctamente fundado, es necesario que en él se citen: a).- Los cuerpos legales y preceptos que se estén aplicando al caso concreto, es decir, los supuestos normativos en que se encuadra la conducta del gobernado para que esté obligado al pago, que serán señalados con toda exactitud, precisándose los incisos, sub. incisos, fracciones y preceptos aplicables, y b).- Los cuerpos legales, y preceptos que otorgan competencia o facultades a las autoridades para emitir el acto en agravio del gobernado.- SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO.”  

Y Sirve de apoyo a lo anterior la Tesis  Jurisprudencial que a continuación se transcribe: Octava Época, Registro: 221693, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tesis Aislada, Fuente: Semanario Judicial de la Federación,  VIII, Octubre de 1991, Materia(s): Administrativa, Tesis: I.4o.A.364 A, Página:   187

“FUNDAMENTACION Y MOTIVACION DE RESOLUCIONES ADMINISTRATIVAS. Cuando el artículo 16 constitucional previene que nadie puede ser molestado en su persona, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente que funde y motive la causa legal del procedimiento, está exigiendo a las autoridades, no que simplemente se apeguen, según su criterio personal íntimo, a una ley, sin que se reconozca de qué ley se trata, y los preceptos de ella que sirvan de apoyo al mandamiento relativo de las propias autoridades, pues esto ni remotamente constituiría garantía para el particular; por lo contrario, lo que dicho artículo les está exigiendo es que citen la ley y los preceptos de ella en que se apoyen, ya que se trata de que justifiquen legalmente sus proveídos haciendo ver que no son arbitrarios, de igual manera les exige que señalen las causas materiales o de hecho que hayan dado lugar al acto autoritario, sin que pueda admitirse que esa motivación consista en expresiones generales o abstractas, sino que siempre deben ser razones y causas concretas. CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO”.

No pasa desapercibido para esta Sala, que al respecto la autoridad demanda en su escrito de contestación de demanda expone diversos  hechos y circunstancias que justifican lo afirmado en el acto reclamado, sin embargo dichas argumentaciones, debieron formar parte de la fundamentación y motivación que sustentara la resolución hoy impugnada, situación que en el caso concreto no aconteció así, y en consecuencia, tales argumentaciones son ajenas a la resolución impugnada, lo que se traduce en que la demandada pretende mejorar o perfeccionar la motivación expuesta en la resolución impugnada, sin que exista disposición expresa que autorice a mejorar la indicada motivación, pues por el contrario, los requisitos de fundamentación y motivación deben plasmarse en el documento que contiene el acto impugnado y no en otros, de ahí que dicha actuación no resulta válida al contenerse en documento distinto al acto controvertido. 

Sirve de Apoyo a lo anterior la Jurisprudencia que enseguida se cita: Época: Séptima Época, Registro: 917740, Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Apéndice 2000, Tomo VI, Común, Jurisprudencia SCJN, Materia(s): Común, Tesis: 206, Página: 168 

“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. DEBEN CONSTAR EN EL CUERPO DE LA RESOLUCIÓN Y NO EN DOCUMENTO DISTINTO.- Las autoridades responsables no cumplen con la obligación constitucional de fundar y motivar debidamente las resoluciones que pronuncian, expresando las razones de hecho y las consideraciones legales en que se apoyan, cuando éstas aparecen en documento distinto.”
En este orden de ideas, en virtud de que el acto impugnado adolece de ausencia total de fundamentación y motivación, se actualiza la causal de ilegalidad prevista en la fracción II del artículo 250, en relación los artículos 164  fracción V, 165 fracción II, y 167 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; por lo que es procedente declarar su ilegalidad, por  lo que, se concluye que es procedente decretar la nulidad del acto administrativo impugnado, por haber sido emitido sin la debida fundamentación y motivación que todo debe contener, en tal virtud, deja en estado de indefensión e incertidumbre a la accionante, al verse afectado de la legalidad que todo acto debe contener, conforme a los artículos 14,16 y 17 de nuestra Carta Magna. 

En consecuencia se procede ordenar el dictado de una nueva resolución por tratarse de un acto que se emitió en respuesta a una petición  interpuesta por el particular, pues de lo contrario se dejaría sin resolver  la misma, lo que contravendría el principio de seguridad jurídica contenido en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, por lo que la autoridad demandada deberá emitir una nueva resolución en respuesta a la petición  planteada por la hoy Actora en el escrito de fecha **********,  en el que funde y motive el sentido de su resolución, y  con plena jurisdicción decida lo que en derecho proceda.
En tal virtud, esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, de conformidad con lo establecido en los numerales 250 fracción II y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, determina que lo procedente es decretar la ILEGALIDAD E INVALIDEZ del acto impugnado, consistente en  la Resolución  de fecha ********** contenida en el Oficio número **********, emitido por el Segundo Síndico y Presidente de la Comisión de Pensiones y Asuntos Laborales del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, y por consecuencia la NULIDAD  TOTAL, dejándola sin efecto legal alguno; de acuerdo a los razonamientos y para los efectos precisados en el Considerando Sexto de esta sentencia.

Con fundamento en lo dispuesto en los numerales 255 y 256 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, dígase a la autoridad demandada que a partir de que cause ejecutoria esta sentencia, correrán los plazos para su cumplimiento; por lo que, una vez que cause ejecutoria, esta Tercera Sala Unitaria la prevendrá por el cumplimiento de la misma, o en su caso, la requerirá por su ejecución, con los apercibimientos legales que correspondan, debiendo informar sobre su cumplimiento y acompañar para acreditarlo copia certificada de las constancias correspondientes, inclusive de los oficios emitidos para ese efecto.

Por lo expuesto, fundado en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º, 9º fracción III, 24, 25, 26, 28, 29, 30, 33, 34, 35, 36 y 37, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, y  de los numerales  249, 250 fracción II,  251,  252 y 253 del Código Procesal Administrativo para el Estado, es de resolverse y se,
R  E  S  U  E  L  V  E
PRIMERO.- Esta Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver el presente juicio.

SEGUNDO.- Se declara la ILEGALIDAD e INVALIDEZ del acto impugnado y por consecuencia se decreta su NULIDAD TOTAL dejándolo sin efecto, de acuerdo a los razonamientos y paraos precisados  en el considerando Sexto de la presente sentencia.
TERCERO.- Notifíquese personalmente a la Parte Actora y por oficio a las Autoridades Demandadas, con copia autorizada de esta resolución.
Así lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciado Diego Amaro González, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Ismael Méndez Hernández, que autoriza y da fe.- Rubricas.

"Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 82, 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y el noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí". 

